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111. "Otras disposiciones

MINISTERIO DE JUSTICIA

En el recurso gubernativo interpuesto por el Notario de Madrid don
José María Luc..na Conde contra la negativa del Registrador mercantil
de Madrid a inscribir una eacritura de constitución de una Sociedad de
responsabilidad limitada.

Esta Secretaria General, en uso de las atribucíonf"~ conff'ridas por la
legislación vigente, ha tenido a bien d~ixmer que se efectúe el pagl.l del
fallo dt' 1& sentencia en los ténninos que marca 1& Le)'.

Madrid, 24 de noviembre de de J992.-EJ Secretario general de Asuntos
Penitenciarivs, Antoni Asunción Hemández

27930 ORDEN" ....~ .. 199' _ la que se d;.,pon.
Bl cumplimiento de la sente1U"ia de la Sala de lo Conlen-­
cio.'i(...Admini$tTatú'(J d{'/Tributoal5h¡-rlor dr Jw.lidtl de
Castilla-La Mancha, dictada con fecha 15 de octubre de
1992 en t'l recurso lIÚm.ero 1.$29/1991, intet'puesto por un
funcionario del Cuerpo de Ayudantes de instituciones
Penitenciaria$.

y consumo relativos a las indU8trias de cosmética, metahirgica, oñebreria,
joyería y textil.

b) Importación, exportación, compra, venta, almacenamiento, dUtri­
bución y representación de instrumentos musicales y aparatos de gra­
bación, captación y reproducción sonora o de imagen_

e) La adquisición, arrendamiento -activa o pasivamente-, explota­
ción, venta y gravamen de fincas nisticas y urbanas, frutales, ganaderas
y, en 1!:I"l'lp ra.l, rj" inmllf'blcs df< toda." c1a..'!f's .así como la j:optMta"if>n
ejecución y promoción, por cuenta propia o l\Íena de cualesquiera clases
de servicios, de obras, construcciont's y edificaciones.

d) Explotación, por cuenta propia o de terceros, de hoteles, moteles,
bares, cafeterías, garaJes, establecimientos de autoservicio o de repuestos
o accesorios de automóviles y de talh'tf"s de N'paración.

e) La industria de tnU\SpOrte terrestre privado de mercaderías y la
pte8taeión de senticios mediante la utilización de vetúculos propios o lÚe-­
nos, en tanto tales sentici08 no se hallen sujetos a una legislación especial.

f) La participación directa o indirecta en toda clase de opeTaCión
o Empresa con objeto similar al de esta Sociedad.

&) La adquisición, tenencia, disfrute, administración, venta o grava­
men tanto de Ululos-valores y valores mobiliarios -de renta fija o variable,
nacionales o extraI\jeT08, públicos o privados--, asf como cualquier otra
clase de bienes muebles o inmuebles, excluid08 los sujetos a la legislación
de instituciones de inversión mobiliaria o del mercado d(' va.!or('s

h} La prestación y realización a terceros, por sí o mediante contra­
tadón al efecto, de estudios técnicos o de mercado sobre la viabilidad
o Tf'ntabilidad comercial de actividades empresariales asumidas o a asumir
por aquéllos.

í} El planeamienlO, promoción, ejecución o desarrollo, por cuenta pro­
pia o -Jena, de toda clase de proyectos o Empresas í.ndU5triales, agrícolas,
comerciales y de servicios, que se :elacionen directamente con las acti·
vidades propia'! de la Sociedad.

J) Adquisición, explotación y cesión. en cualquieTB- de las formas admi­
tidas en derecho, de toda clase de inventos, exclusivas, licencias y patentes,
tanto nacionales como ext.rar\,jeras.

k) La di.stribuciÓn de toda elase de bienes muebles, mercaderías, pro­
ductos de uso, consumo o prooueción, bien sea por cuenta propia o de
terceros, mediante ront'esiones de venta, sean o no en nclusiva, siempre
que tal distr1budón no esté sujeta a la legiSlación especial o exija el cum­
plimiento de determinados requisitos que no concurran en la Sociedad.

1) La elaboración y prestación a terceros de estudios yasesora:ruentos
relacionados con las actividades constitutivas 4el objeto social y, en espe­
cial, la prestación a las Empresas editoriales, publicitarias, cinematográ.
ficas y discográficas de toda clase de servicios.

lAs aetividades integrantes del objeto social pueden ser desarrolladas
por la Sociedad, total o parcialmente, mediante la titularidad de acciones
o de -participaciones en Sociedades con obj€-to idéntico o análogo. Las
actividades que han quedado enuIm'radas no han de ser desarrolladas
simultáneamente por la Sociedad, sino que queda confiada a la decis1ón
de los AdmínistradOtefl de 1& Sociedad la determinación concreta de las
que hayan de tUercitarse. Quedan t'XPresamente excluidas del objeto SOCial
todaa aquellas actMdades para cuyo e¡Jercicio o inclUSión en el objeto
social. exija la Ley el t'UJ1'lplimiento de requisitos espeeiales que no quedan
cumplidos por esta. Sociedad

RESOLUCJON de J.4 de octubre de 1992, de la Dírecci.6n
General de los Registros " tfpl l\'otaríGdo, en el recurso
gubeTnativo i1iU'rpUe$to por d Notario dR Madrid don José
Mari4 Lucena Conde contra la ftega.tú>a del Registrador
mercantil de Madrid a inscribir una fI8C1'Üura de cons­
titucWrt d8 una Sociedad de ~idad limitada.
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En cumplimiento de lo dispuesto en la sentencia de feclla 15 de OCUlbre
de 1992, dietada por la Sala de 10 Conteneíoso-Adnúnilltratívo del1'rl.bunal
Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, en el recurso número
1.22911991, promovido por el reculTente don Inocencio Garda Medina,
contra la Adrninist:raeión General del Estado, sobre perCf'!pción de trienios
con el coeficiente 2,6 en lugar del 1,7, por los funcionarios del Cuerpo
de Ayudantes de Instituciones Penitenciarias, cuya parte díspositiva es
comoaigue:

.Fallamos: Que, reduuando la causa de itIadmisibilidad del recuI"80
planteada por el Abogado del Est.ado )' e:itimando d recul'SV cont.encio­
se>-adrninistrativo interpuesto por don Inocencia Garcia Medina contra la
resolución presunta por silencio administrativo dI? la Dirección General
de Instituciones Penitenciaria.'!, sobre abono de trienios con arreglo al
coeficil?nte 2,6, debemos declarar y declaramos nula la resolución recurri­
da, por no ser l\Íustada a Derecho, y reconoclf'ndo ..1derecho del recurrente
a que se valoTf'n todos los trienios devengados por el mismo con arreglo
al cof'fidente 2,6, si bien efectuando dicha actualizaci6n con la retroac­
tividad do.: cinco años, contados dl"Sde que dicho recurrente fornluJara
la primt'ra reclamación a la Administración, tal como consta. en auto:.;
todo eUo ~in costas.•

El dia 27 de febrero de 1992, ante- el Notario de Madrid don José
Maria Lucena Conde se otorgó escritura de constitución de la Sociedad
.Investigación y DesarToUo--Acción 2.000, Sociedad LinUt&dao. Los &J1B, 2."y
17 de los Estatutos de dicha Sociedad dicen lo siguiente:

Articulo 2.0 La Sociedad tendrá por objeto las actividades aiguíentes'

a) El almacenamiento, custodia, fabricación, compra, venta, impor­
tación y e:r::portación de hiene. muebles, mercaderiaa ., product03 de uso

Articulo 17. será necesario el acuerdo de la Junta general para que
J()$ Administradores puedan delegar permanentemente t'n tercera persona
todas sus Cacultades delegablea.

D

Pre8entada copia de la SJ1terior escritura en el ReftisU'o Mercantil de
Madrid, fue calificada con la si.guif'flU' nota .Suspt>ndida la in!'Cripción.
del documento preeedent.e por adolE"Cer de los aiguient.t>s defectml de carie­
ter aubaanable:



42714 Jueves 11 diciembre 1992 BOE núm. 302

}.O No se acompaña el poder otorgado el 12 de febrero de 1992 ante
el Notario de Mazarrón don Miguel González Cuadrado, número 162 de
su protocolo.

2.° Artículo 2.° de loa Estatutos,

Apartado a) Las expresiones de .bienes muebles, mercaderías y pro­
ductos de uso y consumo- son contrarias al artículo 117 del Reglamento
del Registro Mercantil.

Apartado b) La expresión .cualesquiera clase de lM!rvícíos es contraria
a! artículo 117 del Reglamento del Registro Mercantil

Apartado e} En relación con el artículo 3,° de los Estatutos. Esta
Sociedad no puede iniciar nía actividad en tanto no esté inscrita en el
Registro de Transportistas a que se refiere el articulo 53 de la Ley 16/1987.

Apartado g) La expresión -uf como cuaíquier otra clase de bienel!l
muebles o inmuebles. contravienen 10 dispuesto en 10$ artículos 117 y
522 del R~amentodel Registro Mercantil

Apanado le) E5 contrario al articulo 117 del Regl.arnento del Registro
Mercantil.

Apartado 1) La expresión -de toda clase de servidos. también es con­
traria al articulo 117 del Reglamento del Registro Mercantil.

3'<' Articulo 17 de los Estatutoa..

Teníendo en cuenta que esta Sociedad se rige por Administrador único,
no es posible la delegación y además afecta a la distinción de competencias
de la Junta y el órgano de Administración (Resolución de la Dirección
f'n>nN:U de 108 R(l'glstn:>5 y d\'l _~otariado de 24 de abril de 1980)

Yen cumplimiento del articulo 62,3 del vi8:ente Reglamento del Registro
Mercantil, extiendo la presente en Madrid a 24 de marzo de 1992.-EI
Registrador.-Finna ilegible.

Subsanado el primero de los defecto!! y presentada nuevamente la citada
copia, fue objeto de la siguiente nota:

Inscrito el precedente documento en el Registro Mercantil de Madrid,
tomo 2A71, folio 74, hoja número M43.225. inscripción primera.

Exceptuando las siguientes frases de los diferentes apartados del arti·
cu10 2.° de los Estatutos sociales;

Apartado a) .De bienes muebles, me.rcaderias y productos de uso y
consumo., por ser contrario al artículo 117 del Reglamento del Registro
Mercantil

Apanado b) .Cualesquiera clase de servicios., por ser contrario al
articulo 117 del Reglamento del Registro Mercantil

Apartado e) En relación con el articulo 3.° de los Estatutos: Esta
Sociedad no puede iniciar esta actividad en tanto no esté inscrita en el
Registro de Transportistas a que se refiere el artículo 53 de la Ley 16;'1987,
apartado g), así como cualquier otra clase de bienes muebles o inmuebles',
por contravenir lo dispuesto en el artículo 117 del Reglamento del Registro
Mercantil.

Apartado k) Por ser contrario al artículo 117 del Reglamento del Regis­
tro Mercantil.

Apartado l) .De toda clase de servicios>, por ser contrario al articulo
117 del Reglamento del Registro Mercantil.

y el articulo 17 de dichos Estatutos, por no ser pmlible la delegación,
ya que t"Stá regida. la Sociedad por un Administrador tinica; todo ello
de conformidad con la inscripción parcial solicitada en la propia escritura.

Madrid, 28 de abril de 1992.-El Re-gistrador.-Finna ilegible.

ID

El Notario autorizante del documento interpuso recurso de refonna
contra la anterior calificación a anterior calificación, y alegó: Que no son
procedentes los defectos advertidos y qUe la escritura 1 de los Estatutos
incorporados a ella están redactados con 8JTeglo a las disposiciones
en ngor"

I. Sobre el objeto soclaJ.-Que el contenido material de la actividad
proyectada cabe considerar, de un lado, la eSpe'cialidad material en que
el obJeto social consiste, y de otro, lu actuaciones que sean .medios' para
ese objeto. Ambos aspe-ctos se consideran comprendidos en el objeto social.
Que la calificación registral no puede reducir el círculo de operaciones
o actuaciones previsto en loe Estatutos sin alterar el objeto sociaL Que,
en este sentido, la mejor doctrina, al tratar del objeto social distingue,
de un lado, actividad (ramo de industria elegido), y de otro, loa medios
para su consecución (singulares operaciones con laa que la Sociedad
desarTollará la actividad econófiÚca elegida), especificando el sector o~
tores operativos. Que 1& detenninación, .prima facíe>, afecta 1610 al objeto
social, en sentido estricto como actividad, y no a loa medios que se pueden
usar para conaeguirlo. Que los socioa pueden haber querido dar impor-

tancla también al modo en que la actividad económica o empresarial, pre­
vista en el objeto, debe llevarse a cabo y que han de quedar expresamente
determinadas. Que la cali1'l:cadón reg1stralno puede reducir el objeto social
determinado y delimitado en los Estatutos, pues ello provocarla una alte­
ración de los ftnes perseguidos por los socios al fundar la Sociedad y
realizar sus aportaciones, ya que tal proceder excederla de su función.
Que el aignitlcado de indicar en el Estatuto el objeto social es el de delimitar
sectorialmente la actividad proyectada y, con ello, el riesgo asumido por
la Sociedad. Que las anteriores conclusiones resultan confinnada8:

a) Por las disposiciones legales sistemáticamente interpretadas y que
están contenidas en loe articu10s 7.", segundo, de la Ley de Sociedades
de Respoll$8.bllidad Limitada y 114 del Reglamento del Registro Mercantil,
en relación con el 117 y 177 de dicho ReglarMnto, y este útimo articulo
con el 260.3 y 272, c), de la Ley de Sociedades Anónimas, además del
artículo 40.1 de la Ley 1811991, de 6 de junio_ b) Por las Resoluciones
de la Dirección General de los Registros y del Notariado, y sobre todo
por la fundamental Resolución de 1 de diciemb~de 1982. Que a la vista
de cuanto antecede resulta que la nota de calificación no se !\iusta a los
térmínos que exige el artículo 62.3 del Reglamento del Registro Mercantil.
QUE'. ('1'\ ('{<'(·to. 108 rff>fl"rtos 'j\ll' 'l.",ñRh "1 apartado 2.° d1' la nota, "ie con­
sideran que son contrarios al articulo 117 del citado Reglamento sin indicar
que apartado de dicho articulo ha sido infringido. Que, conforme a lo
razonado"todos los defectos considerados en los apartados a). b), k) Y
1) se estiman que más que defectos constituyen concreción y delimitación
de las actividades y operaciont'1l en eH(ffl considerados_ Que respecto al
defet:Lo .;;t'ñalado del apanado e) se ll¡lh¡dt'rdo que no pen:inl"nte la cita
que se hace del artículo 53 de la Ley 16/1987, sobre ordenación del trans­
porte, ya que son otros artículos los atinentes al caso. En este punto hay
que citar 108 artículos 62, 100 Y 101 de la citada Ley y 85 del Reglamento
del Registro MercanW. Que normalmente el transporte privado particular,
al igual que los produeto5i enumerados en la letra k) no constituye una
acti..idad autónoma, sino complementaria de cualquier otra de las enu·
meradas en el artículo 2.° de loa Estatutos, por lo que, en último término,
todo dependerá de la elección por los Administradores de la actividad
a ejercitar.

n. Sobre el nombramiento de apoderado general. (Factor Mercan-­
til).-Que conforme a lo dispuesto en los articulos 283. 296, 261 Y 262
del Código de Comercio, hay que afirmar lícitamente que en Derecho Mer­
cantil delegación o delegar se utiliza como equivalente a apoderamiento
o apoderar. Por tanto, la expresión del articulo 17 de los Estatutos está
rectamente utilizada, y también -en virtud de lo que dice el articulo 3.ode
la Ley de Sociedades de Rt"Sponsabilidad Limitada. Que en cuanto a la
st>gunda parte de la nota referente al artículo 17 citado, es necesario tE'ner
en cuenta que según el artículo 15 de dicha Ley se aplica la Ley de Socie­
dades Anónimas a la Junta gneral de socios, que se atiene a la idea de
soberanía de la Junta general. Que los Estatutos no pueden reducir la
competencia mínima de la Junta general, pero pueden ampliarla, explicita
o implícitamente. Que del mismo modo o manera que en relación con
la estructura del órgano de administración corresponde a la Junta general
el nombramiento de un Administrador único titular, y si lo estima per­
tinente, de un Administrador sustituto (articulo 94, 4.", .in fine. del Regla·
mento del Registro Mercantil), con mayor razón podrá reservaz-u en 105

Estatutos la neeesidad del acuerdo de la Junta para que el Administrador
pueda delegar sus facultades delegablt's de modo permanente, en un Factor
o Apoderado general mercantil designado por él. Que, en suma, se trata
de una manifestación concreta del tema de la distribución de competencias
entre la Junta y el órgano administrador: atribución estatutaria de la facul­
tad de delegar, en el sentido de que ésta sea compartida por la Junta,
y que el órgano de administración, asintiendo aquélla el nombramiento
por éste de un factor mercantil. La respuesta afirmativa resulta de la
relación del articulo 11 de· la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limi­
tada y el 141 de la actual Ley de Sociedades Anónimas.

!V

El Registrador mercantil resolvió mantener la calificación en todos
sus extremos, e informó; Que conforme al artículo 66 del Reglamento del
Registro Mercantil no se da el supuesto de hecho que pennite interponer
el recurso (ya que la escritura, en base a la inscripción pareial se inscribió
en el Registro). Que se acepta la t.esÍl recogida por el Tribunal Superior
de Justicia de Barcelona, que ante un supuesto de hecho similar, y en
virtud de la regulactón dell"t'CUl'SO gubernativo en los artículos 66 y siguien­
tes del Reglamento del Registro Mercantil en auto de 13 de junio de 1991
declan. la (alta de legitimación del rK'Urrente que impide tramitar el expe­
diente, ya que no solamente a través de la cáusula de i.nscripción parcial,
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ee ma.nífiesta la voluntad realmente querida, sino que adernja 101 articulas
66 de 1& Ley Hipotecaria Y 112 de 8U Reglamento no autorizan a recunit
contra los asi.entos Inscritos que (artículos 1 de la Ley Hipotecaria Y 7
del Reglamento del Registro Mercantil) están bl\io la salvaguardia de los
Tribunales!i producen todos sus efecto,s, mientras no se declare su ine1llC­
titud. Que en el caso de que la Dirección General considere que es admisible
el recurso, el primer problema que se debate es, a la vista de los articulos
7, 3.°, de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, 9, b), de
la Ley de Sociedades Anónimas, y 117, 177 Y 174,3.", del Reglamento
del Registro Mercantil, el relativo a los requisi.tos que debe reunir el objeto
soctaJ para que resulte -Justado a la nonnativa actualmente vigente, y,
en consecuencía, sea posible su inscripción en el Registro Mercar.til. Que,
desde el punto de vista doctrinal de la Sociedad, y referido al momento
fundacional de la Sociedad, se destaca que al objeto socíalle son aplicables
las nonnas relativas a la teoría general del contrato y, por ello, ha de
ser posible, lícito y detenninado, En cuanto a este último requisito, la
indetenninación del objeto social puede ser absolu,ta o relativa que desde
el punto de \isla legal, la nueva normativa exige que se haga constar
el objeto social, determinando las actividades que lo integran, y esa deter­
minación de las actividades será precisa y sumaria, sin que puedan incluir­
se los actos jurídicos necesarios para su realización o desarrollo. Que
con el recurrente hay que estar de acuerdo en que el objeto social no
necesariamente ha de ser unico, pero cualquiera que sea el nlimero de
actividades que integren el objeto, éstas han de definirse de una manera
prt"<'iAA. sin induir, pn ningún C&l;O, los 1«:'00.'" jundíc-os para su desarrollo.
Que concretándose al estudio del articulo 2 de los Estatutos Sociales, En
cuanto a los apartados a}, c}, g}, k} e i}, la base legal para la exclusión
de las palabras que se expresan en la nota, está en el artículo 117 del
Reglamento del Registro Mercantil que impone la exigencia de determi­
nadón del objeto social, yen lo referente al aparado e), que se ha ell:c1uido
en su totalidad; el recurrente confunde el transpone privado con los tnlns­
portes particulares, y sólo a estos últimos es a los que se les exige la
autorización administrativa, y este apartado, si se pone en relación con
el artículo 3.° de los Estatutos, y confonne al artículo 53 de la Ley de
Transportes Terrestres, primero debe inscribirse en el Registro Mercantil
(pero con una nueva redacción del articulo 3 de los Estatutos) y luego
en el correspondiente Registro Administrativo. Que en cuanto a 1& cali­
ficación que afecta al artículo 17 de los Estatutos, hay que considerar:

1,° Que no es posible la -delegación. en aquellas Sociedades cuyo
órgano de administración es unipersonal, tal como considera la Resolución
de 9 de junio de 1986,

2.° Que tampoco es admisible el acuerdo favorable de la Junta para
que los Administradores puedan otorgar poderes confonne a la Resolución
de 24 de abril de 1980,

v

El recurrente se alzó contra la anteríor Resolución, manteniéndose
en sus alegaciones, y añadió: Que en cuanto a la falta de personalidad
del Notario recurrente, cabe oponer la Resolución de 24 de abril de 1992.
Que en lo referente a los defectos advertidos en cuanto al objeto social
hay que citar el artículo 9, b), y 129 de la Ley de Sociedades Anónimas.
El Real Deereto Legislativo 1175/1990, de 26 de agosto, por el que se
aprueban las tarifas aplicables al Impuesto sobre Actividades Económicas,
creado por la Ley 39/1988, de Haciendas Locales, establece la distinción
entre grupos de actividad;y epígrafes, En este sentido hay que tener en
cuenta la Resolución de 16 de marzo de 1990, La doctrina entiende que
Ja realidad económica en cualquier actividad industrial o de comercio
exíge determinadas especificaciones o delimitaciones, lo que hace preciso
una detenninación analitica del objeto social, con especificación de los
distintos tipos de operaciones económicas que la sociedad pod.ria desarro­
llar para evitar dudas interpretativas, lo que representa la concreción
analítica del objeto social. Tal distinción aparece claramente reflejada en
nuestro Derecho, que exige detennínación del objeto social, y además,
8U delimitación en los Estatutos, Que, según nuestro Derecho y doctrina,
por objeto social se debe entender tólo la actividad a desarrollar y también
el modo de ejercicio (las operadonet neceNrias para 8U consecución).
Que las actividades enumeradas en los Estatutos deben ser calificadas
en su contexto y en 8118 relaciOnes reciprocas y no contiderando dete-r­
minadas expresiones o términos aisladamente, como se pretende respecto
alas letru a), b), k) Y1} del articulo 2.° de loa Estatutos. Que con respecto
al apartado e} de dicho artículo, reconsidera que no existe confuaión entre
transporte privado y transporte particular, pues, en el ca&O que se con­
templa, el transporte privado sólo puede referirse al particular, por ser
el ún::ico que no exige autorización adm1ni6traüva. En relación con el ar-

tfculo 3.° de 105 Estatutos no meneíona ni bene en cuenta el Ultimo párrafo
del a.rtículo 2.°

Que en la letra g) se ha incurrido en una omisión involuntaria, pues
el párrafo tenía que decir: •... excluido, en aquéllos, los sqjetos a la legis-­
ladón', "le trata de una in('orrl"('("Í.'m gramat.kal, fX'ro se ('rff que el
sentido está claro: sólo están IItUetos a la legisIaéión de instituciones mobi­
liarias o del Mercado de Valores, los tituJos--vaIores y los valores mobiliarios.
Que 50bre el nombramiento de Apoderado geJwra! o Factor a que se refiere
el artículo 17 de los Estatutos, hay que añ~'lir que las Resoluciones de
30 de octubre de 1989 y 28 de febrero de 1991 tienen reconocido que
la Junta general no puede conceder directamente apoderamientos gene­
rales ni t'jecutar su acuerdo, sino que son los Administradores los que,
en t'jecución del acuerdo de la Junta general, que carece de facultades
-representativas, ha de comparecer ante Notario y otorgar la correspon­
diente escritura de poder- Que con arreglo al citado articulo 17 a la Junta
general sólo Je corresponde prestar o no su asentimiento o .placet> al
nombranúento o atribución de facultades he<:ho por los AdministnLdores.
Es una condición de nombramiento,

FUNDAMENTOS DE DEIlECHO

Vistos el articulo J..284 del Código Civil; 261, 262 y 269 del Código
de Comercio; 7 y 11 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad LimItada;,
129 de ia 1..<-')-' de Soci(>Jad('~ Anúnlmas. 11''-, 124 Y 174, 3." 'i 8-", del
Reglamento del Registro Mercantil; 47 de la Ley 1718, de 30 de Julio, de
Ordenación de los Transportes Terrestres.

L Como cuestión previa y en relación con la falta de legitimación
del recurrente- invocada por el Registrador en consideración a que el docu·
mento calificado fue parcialmente inscrito, con exclusión de las cláusulas
ahora debatidas (al haber mediado el consentimiento anticipado de los
otorgantes a la inscrición parcial del titulo si alguna de las estipulaciones
adolecía de defectos, a juieío del Registrador mereantil), ha de reiterarse
una vez más la doctrina de este Centro confonne a la cual, la conformidad
8 la inscripción pareial de un titulo únicamente pretende obtener cuanto
antes la inscripción de los pactos que el Registrador no cuestiona, pero
no excepciona ni excluye la petición de su íntegra inscripción, por lo que
el RegistnLdor habrá de extender respecto de las cláusulas excluídas la
oportuna nota calificadora, susceptible del f"ofTI"spondiente recurso guber,
nativo por quien goce de legitimación al efecto.

2, Con relación al primero de los defectos de la nota recurrida, Y
tTas destacar la exigencia de determinación previa del objeto social (dada
su trascendencia tanto respecto de los aocios como de los terceros), así
como la plena compatibilidad entre esta exigencia y el seiialamie-nto de
una pluralidad de actividades integrantes de dicho objeto, siempre que
éstas se hallen peñectamente delimitadas, procede eI&minar por separado
cada una de las expresiones de la cláusula estAtutaria relativa al objeto
social cuya inscripción es rechazada por el Registrador.

En el apartado a) del artículo 2,° de los EstAtutos., que establece el
calmacenamíento, custodia, fabricación, compra, venta, importación y
exportación de bienes muebles, mercaderías y productos de uso y consumo
relativos a las industrias de cosmética, metalúrgica, or*breria, joyería
y textil., la lIuspensión de la exprt!Sión .bienes inmuebles, mercaderías
y productos de USO y consumo., carece de justificación, toda vez que va
inmediatamente- seguida de la fijación de un sector de la industria o comer­
cio al que aquéllos han de conesponder, lo que define de modo preciso
y suficiente las actividades que lMúo este apartado incluyen en el objeto
aocial. No ocurre lo mismo, en cambio, con el apartado c), en el que se
incluye como parte del objeto aocial .la contratación, ejecución y promo-­
ción, por cuenta propia o.,¡ena, de cualesquiera clase de 5ervicios", expre­
aión que por su amplitud e inconcrectón vulnera abiertamente la exigencia
legal de determinación (vid. artículo 7 de la Ley de Sociedades de Res­
ponaabilidad Limitada y 114, 3.°, Y 117 del Rl"glamento del Registro Mer·
cantil). Y lo mismo cabe lM!ñalar del apartarl" k) y de la frase final del
apartado l} del mismo articulo estatutario, en 1& que se hace referencia
a la .presentación, a determinado tipo de Etnpresaa, de toda clase de
IIervicios".

En cuanto al apartado g), del que se excluya la frase oasI como cualquIer
otra clase de bienes muebles o ínmuebles...•, la manifestación del recu.JTente
(en su escrito de apelación), de habersE' omitido en JIU redacción los tir­
minOll -en aqueUoto, • continuación de la palabra .excluidos-, hace inne­
cesarlo fonnular ahora cualquier consideración, pues al alt.er1V'K el sig­
níficado de la previsión estatutaria en cuestión, deberi. mediar nueva deci­
aión del Registrador a la vista del titulo rectificado, contD la cual puede
proctder, en au caso, el pertinente J"eCUI'8O
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En cuanto al apartado e) del articulo estatutario cuestionado.la ¡ndu.­
tria de transporte terrestre privado de mercaderías y 1& prestación de
servicios mediaP.te la utilización de vehículos propios o .005, en tanto
tales servicios no se hallen sujetos a unal~iónespecial_, su exclusión
en conexión ron el artículo de los Estatutos en que se fija como f('{'ha
de comienzo de las operaciones sociales la del otorgamiento de la escritura
calificada, plantea idéntica controversía que la resuelta por la rt!Ciente
resolución de este Centro Directivo de la de junio de 1992, en la que
se señaló que aun cuando la actividad del transporte tel'l"eSte definitoria
del objeto social de una Entidad está sujeta. los requisitos de la Ley
de Ordenación de Transportes TenYStres (artfculo 47 de la Ley 16/1987,
de SO de julio), la uistencia de otru actuadones que, sin ser las de p~
tación· de este servicio de transporte, deben reputa.rse indubitadamente
comprendidas en el objeto social de la Entidad en cuestión -en tanto
que trámites imprescindibles encaminados a hacer posible en su dla el
desenvolvimiento de la actividad espe-cífica de tnuulporte- y c1anunente
excluidas de la u:igencia de previa autoruación admini!Jtrativa, &''IÍ como
la sign¡flc.u:ión propia de la previ;;ión estatutana de la fecha de conúenzo
de las operaciones sociales como mera determinación del momento en
que los constituyentes convienen en clac inicio a la actividad social en
el sentido amplio de esta expresión (sin perjuicio de tratamiento jurídico
que corresponda a las actuaciones desde entonces realizadas en función
del fumplimientO o inn.llTlplirniento de los requisitos legales pre\istos paI1l

la constitución de la Sociedad), son consideraciones 'que excluyen la pre­
tendida incompatibilidad entre la fijación del momento de otorgamiento
de la escritura constitutiva como fecha de comienzo de lu operaciones,
y la exigencia de previa inscripción en el Registro Administrativo corres­
pondiente para desenvolvimiento de la actividad principal de la Sociedad.

3. Con relación al segundo de loa defectoe de la nota impugnada,
ha de señalarse: Que si bien es cierto que algunos preceptos legal" emplean
el térnúno .delegar. para referirse a supuestos de apoderamiento volun­
tario (vid. artícul08 261, 262, 269 del CMigo de Coml:'rcio), no lo es menos
que en el ámbito societario se ha producido la CTiatalitación de la expresión
.delegación de facultades del órgano de administración-, <para referirse
a una hipótesis de verdadera represent&ción orgánica, y que tal delegación
sólo es viable técnicamente en loa casos en que la gestión social se confiera
a un órgano colegiado; todo eUo, en conjunción con la innegable dife­
renciación -tanto conceptual como práctica- entre la representación
voluntaria y la orgánica. y con Iaa exigencias de claridad y precisión, tanto

en la redacción de loa Estatutos sociales como en el contenido de loa
pronunciamIentos regiatrales, determina el rechazo de la cláusula esta­
tutaria debatida (en la que ae prevé que los Administradores ~n este
caso Administrador único- pueden delegar previamente en tereera persona
todas sus facultades delegables), que incurre en ambigüedad sobre su ver­
dadero alcance y objetivo (como se deduce de su propia literalidad).

Por lo denuia, es doctrina inequívoca que tratándose de un Adminis­
trador único, a él corresponderá la representación de la Sociedad, exten­
diéndose éllta a todo acto comprendido en el objeto social, y siendo inefieaz
frente a terceros cualquier limitación de este ámbito representativo (ar­
ticulo 11 de la Ley de Sociedades de Responsabilidad Limitada, -129 de
.. Ley de Sociedades Anónimas y 124 y 174,8.°, del Reglamento del Registro
Mercantil); en consecuencia, 1& previsión estatutaria de la necesidad de
autorización de la Junta para el otorgamiento de poderes por el Admi­
nistrador, no sólo carece de eficacia al objeto de excluir la plena valid~z

de 108 que sin ella puedan otorgarse, llino que debe ser excluida del Registro
~n tanto n() SI' prf'{'is(' dl'hidaITl':'nU' d alcance ¡nd<l-J\Wnte inte.lno de la
necesidad de tal autoriz.ación, pues, a pesar de que tal concreción de efectos
se impondría en definitiva, en fundón de la indudable subordinación de
las pnviaionea estatutarias a las rionnaa legales Imperativas, y de la nece­
saria interpretación de dichas cliusulas en el sentido más favorable para
su eficacia (vid, articulo 1.284 del Código Civil). la trallcendencia de la
norma estatutaria en cuanto rectora de la estructura y funcionamiento
de la Sociead (cuya eficacia alcanzará a terceros que no intervinieron
en su redacción), y la exigencia de precisíón y claridad en los pronun­
cíarníentos registralea, exigen la eliminación de toda ambigúedad o incer­
tidumbre en aquella regulación estatutaria, como requisito previo a su
Inscripción; eliminadón que corresponde realizar a los propios cons­
tituyentes.

Esta Direcdón General ha acordado estimar parcialmente el ftCUI'SO

revocando el primero de los defectos de la nota en cuanto se refiere a
108 apartados a) y e) del artículo relativo al objeto W('ia!, desestimándolo
en cuanto al i-est:o en que se confinna el acuerdo y 1& nota del Registrador.

Lo que con devolución del expediente original comunico a V, S. para
su conocimiento y demú efectos.

Madrid, 14 de octubre de 1992.-El Director general, Antonio Pau
Pedrón.

Sr. Registrador mercantil de Madrid.


